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conflictos que a ella se le someten. A ello se refiere el art. 24.1
cuando habla de «tutela efe<:tiva». Esto no quiere decir que los
presupuestos y requisitos procesales, en cuando a su exigencia. sean
contrarios al 8rt. 24.1 de la C.E., sino que debe evitarse Que su
apheación traspase los limites de la proporcionalidad y finalidad
que pretenden, lo cual será posible en la medida de la posibilidad
de subsanación sin perjuicio ajeno o de la parte contraria, o sin
afectar a la regularidad del procedimiento, con la prudente inter­
vendón del Juez o Tribunal para que esa subsanación u oponuni­
dad de reparar la falta pueda produci..... En este aspecto, la STC
118/1987,. de 8 de julio, ya indicó que el ano 72 de la Ley de
Proce<hmlento Laboral se propone garantizar que los importantes
derechos de fondo deducidos en una demanda laboral no resultan
inefica~s.por el juego riguroso '1 f0r:rnalista de la falta o defecto de
los r~qulSltOS formales que pudIera lmputársele a aquélla, y si bien
es cIerto que una demanda que olvíde requisitos esenciales no
puede ser admitida a trámite, también lo es que ese arto 72 ha de
ser interpretado de modo antiformalista para favorecer el derecho
fundamental en juego.

5. La aplicación de la precedente doctrina al caso presente ha
de provocar sin duda alguna la estimación del recurso.

No es jurídica ni constitucionalmente justificable, no ya explica­
ble, Que el órgano judicial, a la vista de lo dispuesto en el ano 72.1
de la LPL. no diera a las panes interesadas O actores la posibilidad
de subsanar el error en el plazo legal, permitiéndoles formular

r,reviamente la reclamación administrativa, que además impediría
a caducidad de la acción, estimada luego por el propio MagIstrado

de modo riguroso en la segunda Sentencia, recaída en el proceso al
que los actores acud.ieron luego de la resolución primera, dene­
gando la; demanda por la omisión del requisito procesal aludido.

Ese ngor, desde luego, es desproporcionado desde la perspectiva
del.siJ.!1ificado del requisito previo, Que no es otro que el de la
POSibilidad de evitar, por acuerdo de las partes (conciliación) o por
estimación del órgano administrativo de la pretensión (reclamación
previa). la prosecución del litigio con todos c¡us inconvenientes. En
todo caso, una posibilidad de solución defimllva sob~ el fondo. La

Saja Segunda. Recurso de amparo número 10/1986.
Sentencia número 12/1988, de 3 de febrero.

La Sala Se8unda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón, Presidenta; don An8el Latorre Segura,
don Fernando García-Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, don Jesús Le8uina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados., ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 10/1986, promovido por doña
Paula López García, .representada por la Procuradora doña Rosina
Montes Agustl y aslSUda del Letrado don Germán Cortabarria,
contra la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Central de
Trabajo (TCT) de 16 de octubre de 1985, dictada en el recurso de
suplicación interpuesto contra la Sentencia de Magistratura de
Trabajo núm. 6 de Vizcaya de 28 de marzo de 1985. Han
comparecido el Ministerio FIscal y el Procurador de los Tribunales
d?n José Luis Gr~lOizo y GafC.Úl C~enca, en nombre y representa­
ción de la Comumdad de PropIetanos de la casa núm. 15 de la calle
Juan de Oaray, de Bilbao, baJO la dirección del Letrado don Rafael
Iturriaga Nieva, y ha sido Ponente el Magistrado don Angel Latorre
Segura, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Por escrito que tuvo entrada en el Registro de esle Tribunal
el 3 de enero de 1986, y que fue presentado en el Juzgado de
Guardia el dia 27 de diciembre de 1985, la Procuradora de los
Tribunales doña Rosina Montes Agustí, en nombre y representa­
ción de doña Pauta López Garcia, interpone recurso de amparo
contra la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Central de
Trabajo (TCT) de 16 de octubre de 1985, dietada en el recurso de
suplicación interpuesto contra la Sentencia de Magistratura de
Trabajo núm. 6 de Vizcaya de 28 de marzo de 1985. Estima la
recurrente que la resoJuciónjudicial impugnada vulnera los ans. 14
y 24.1 de la Constitución. En el escrilo de demanda se dice, en
síntesis, lo siguiente:

A) La demandante en el actual recurso de amparo prestaba
servicios de limpieza de la escalera, vestíbulo y otros elementos
comunes en la Comunidad de Propietarios de la casa núm. 15 de
la calle Juan de Garay, de Bilbao. percibiendo últimamente por ello

denegación de la demanda. en cambio. por causa procesal (antigua
absolución en la instancia). con la pérdida del derecho material
debatido, pudiéndose eUo haberse evitado sin detrimento de interés
público o privado ajeno. supone una aplicación excesiva, rigorista
y formal del arto 64 de la LPL, dadas las circunstancias del caso, que
contraría el sentido favorecedor de la tutela judicial garantizada por
rl ano 24.1 C.E., por eso aquí infringido al causarse indefensión a
los recurrentes.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional
POR Lo\ AUTORIDAD QUE loE CONFlERE LA CONSTITU:
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decicido:

Otorgar el amparo solicitado por don Tomás López Soto y don
Gonzalo Vázquez Delgado y. en consecuencia:

1.0 Declarar la nulidad de todas las actuaciones practicadas en
los Autos o ex¡>edientes núms. 561/1986 y 975/1986 de la Magistra­
tura de TrabajO de Palencia promovidos por los actores.

2.0 Reconocer a los mismos el derecho a la -tutela judicial
efectiva.

3.o Restablecerlos en su derecho, a cuyo fin la Magistratura de
Trabajo repondrá dichas actuaciones, en el expediente 561/1986, al
momento de la presentación de la demanda. proveyendo según lo
dispuesto en el arto 72 de la Ley de Procedimiento Laboral.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a dos de febrero de mil novecientos ochenta
y ocho.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre Segura.-Fernando
García·Mon y González-Regueral.-Carlos de la Vrga Bena­
yas.-Jesús Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Firmados y rubrica·
dos.

la cantidad de 6.000 pesetas mensuales. La prestación de servicios
se prolongó desde junio de 1976 hasta el dia 14 de enero de 1985,
fecha en la que la citada Comunidad de Propietarios decidió el cese
de la trabajadora. Contra esa decisión interpuso la demandante del
amparo demooda por despido oote la jurisdicción laboral. La
Magistratura de Trabajo núm. 6 de Vizcaya dictó Sentencia el 28
de marzo de 1985 en la Que, sin entrar en el fondo del asunto,
declaró la incompetencia de la jurisdicción laboral, considerando
que la demD.Ildante estaba unida a la Comunidad de Propietarios
demandada por una relación especial de servicio doméstico y que,
po~ tanto, quedaba excluida transitoriamente del ámbito de la
legislación Jaboral y del conocimiento de aquel especializado orden
jurisdiccional, e impuso a la actora multa de 1.S.000 pesetas, por
apreciar temeridad en su demanda.

B) La demandante del amparo interpuso recurso de suplica­
ción contra la referida Sentencia, por error de hecho en la
apreciación de las pruebas y por infracción de los arts. 1.1, 2.1 b).
54 y 55.1 de la Ley 8/1980 del Estatuto de los Trabajadores, y
del an. 94 de la Ley de Procedimiento Laboral. La Sala Segunda del
Tribunal Central de Trabajo dictó Sentencia con fecha 16 de
octubre de 1985, en la que, partiendo de los hechos probados en la
instancia y de que no constaba «en modo &!Juno que hubiese
continuado la actividad de ~nero, Que realizaba su esposo»,
confirmó la resolución recumda, declarando a este respecto que
entre la demandante y la Comunidad de Propietarios demandada
no existía contrato de trabal'o, sino «1a reJación laboral especial que
contempla el arto 1.2 b) de Estatuto de los Trabajadores y que ha
sido ya desarrollada por Ley de 3 de a80sto de 1985 (... ), por lo que,
en definitiva, de acuerdo con la reiterada doctrina de este Tribunal
y con el dictamen del Ministerio Fiscat.. debe confirmarse la
declaración de incompetencia». En consecuencia, el Tcr no entró
en el fondo de la cuestión, remitiendo a la actora a la jurisdicción
ordinaria que sería la competente en esa materia.

e) Contra esta última resolución judicial se interpuso en su
momento recurso de amparo, por presunta violación de los arts. 14
y 24.1 de la Constitución. A juicio de la recurrente, el Tribunal
Central de Trabajo habría lesionado el principio de igualdad en la
aplicación de la Ley (art. 14 de la Constitución) al apartarse de
manera injustificada y carente de motivación del criterio ~iterada­
mente defendido p?r ese órgano jurisdiccional, segUn el cual la
prestación de servIcios de limpieza a una Comunidad de Propieta­
rios se habría de calificar como relación labora! común. Ese
supuesto cambio arbitrario de criterio habría vulnerado, a su vez,
el derecho a 1a tutela judicial efectiva (art. 24.1) puesto que, sin Que
hubiera motivo para ello, habría impedido a la demandante
obtener una resolución judicial sobre el fondo del asunto.
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D) La recurrente en amparo solicita la declaración de nulidad
de la Sentencia del Tribunal Central de Trabllio de 16 de octubre
de 1986, para que en su lugar pudiera dictarse otra en la que, tras
declarar la competencia del orden jurisdiccional laboral para
conocer del con1lieto planteado, se reparara la presunta infracción
de los derechos consUtucionales invocados.

2. Mediante providencia de 15 de enero de 1986, la Sección
correspondiente de este Tnbunal acordó admitir a trámite el
recurso de am¡>aro y requerir a la Magistratura de Trabajo de
VlZc~ya y. al Tnbunal Cen~. de Trabajo la remisión, en el plazo
de diez días. de los autos onginales o de testimonio fehaciente de
los mismos. l¡ualmen~, interesó de esos órganos jurisdiccionales
que ~mplazaran a q~enes fueron parte en el proceso judicial
antenor j)ara Que pudieran penonarse en el proceso constitucional.

3. Con fecha de 17 de febrero de 1986 tuvo entrada en este
Tri~u~l escrito por <:1 que se personaba, debidamente representada
y as!Suda, la ComuDldad de Propietarios de la casa núm. 15 de la
calle Juan de Garay, de Bilbao, que, por haber sido parte en el
proceso laboral anterior, solicitaba que se le tuviera por compare­
Clda y parte en el proceso de amparo.

4. Mediante providencia de 21 de febrero de 1986 estuvieron
por recibidas las actuaciones judiciales anteriores, y por personada
a .1a ~emandada en el proceso de amparo. Por ese mismo acto se
dio VIsta de las actuaciones al Ministerio Fiscal, a la recurrente de
amparo y a la parte demandada, y se concedió un plazo común de
veinte. días a t~os los comparecientes para que fonnularan las
alegaClones pertmentes.

5. El Ministerio Fiscal presentó sus alegaciones por escrito que
tUY!' entrada en este Tribunal con fecba de 18 de marzo de 1986.
EsUmaba. que los llJ1lUmentos de la solicitante de amparo debían
reconduClrse a la presunta violación del principio de ~dad en la
aplIcaCIón de la Ley, puesto que alegaba, en definItiva, que la
resol~ci~n del Tribuna¡ Central de Trabllio le babía causado
discnmmaClón por calificar su trabllio como relación laboral
especial. al. servicio del h~ ~" frente a la línea que ese
órgano jUnS(hCClonal habla seguIdo InInterrumpidamente. A ese
respecto, el Ministerio Fiscal consideraba, coinCIdiendo así con la
demandante.. que el Tribunal Central de Trabajo había mantenido
de modo reiterado una posición radicalmente distinta a la soste-­
nida en la Sentencia objeto de impugnación, ya que había calificado
de relacl.ón la~ral ~omÚD la prestación. de servicios Y. en concreto,
el trabajO de lImpIeza a una ComunIdad de Propietarios y, en
~0!1~uenci~ se había de~larado competente para entender ck los
littglos. surgtdo~ .de la D1tsma. Entendia, por esa razón, que la
!"soluclón Judicial ¡mpuanada se había apartado arbitraria e
mfundadamente ~e la línea basta entonces seguida, y que, por
conSIguIente, habla leSIOnado el art. 14 de la Consutución de
acuerdo con la interpretación que del mismo habia hech~ el
Tribunal Constitucional. En consecuencia, interesaba la estimación
de la demanda y la anulación de la Sentencia controvertida.

6. La solicitante de amparo presentó sus alegaciones con fecha
de 20 de marzo de 1986. En ellas se ratificaba íntOJramente en sus
iniciales consideraciones, y hacía" hincapié, en particular en que el
cambio. de ~riterio oper:ado l".'r el Tribunal Central de trabajo no
había Sido jusuficado m debIdamente razonado, ya que ni siquiera
se hacía la más mínima referencia al mismo. Señalaba, por otra
parte.. que la refer.encia que ~n la Sentencia impugnada se hacía a
la reiterada doctnna del Tnbunal Central de Trabl\io carecía de
yal~r y proc.1;ucía confusión. t~ v.el que la línea seguida por la
junsprudenaa era radicalmente distinta. Concluía que la diferencia
de trato que se le había otorgado il\iustificadamente era discrimina­
tona y, por tanto, contraria al art. 14 de la Constitución; y que la
resolución judicial controvertida también babia lesionado el an. 24.1
de la Constitución, puesto que, al separarse de la línea
reiteradamente sostenida por el Tribunal Central de Trabajo, había
perdIdo toda su fundamentación juridica. Solicitaba, en consecuen­
cia, la concesión del amparo.

7. La parte demandada presentó sus alegaciones con fecha de
24 de marzo de 1986. Exponla, en primer lugar, que, de baberse
producido, las lesiones de los arts. 14 y 24 de la Constitución ya
babrlan ¡enido lugar con la Sentencia de Magistratura de Trabllio,
por lo que la demandante debía baber ínvocado esos preceptos
constitucionales en el recurso de suplicación, de acuerdo con la
doctrina defendida por este Tribunal. Al no bacerlo así, el recurso
de amparo estaría viciado de esa causa de inadmisión, al mismo
tiempo que se habría demostrado la intención de la recurrente de
convertir a este Tribunal en una tercera instancia. A todo ello
añadía que no habla igualdad entre el supuesto de hecho analizado
por la Sentencia imp\llDada y los supuestos que habían dado lugar
a las resoluciones judiciales que se citaban como ténnino de
comparación. puesto Que en el caso ahora controvertido babía
quedado claro que no se daban las notas de dependencia y
ajeneidad en el trabllio, necesarias para calificar como laboral una
prestación de servicios. Consideraba, por otra parte, que tanto la
Magistratura de Trabllio como el Tribunal Central de Trabajo

habían llegado a sus conclusiones tras un detenido análisis del
supuesto de hecho y en aplicación de la normativa correspondiente,
razón por la cual carecía de fundamento la tacha de falta de
fundamentación que la demandante atribuía a esas Sentencias.
Tampoco estimaba defendible que los órganos jurisdiccionales
hubieran lesionado en este caso el derecho a la tutela judicial efectiva
y a la no indefensión, puesto que la actual demandante en
amparo babia podido acceder sin obstáculos a la jurisdicción y
defender ante los jueces sus derechos e intereses legitimos. En
apoyo de todo ello citaba algunas de las Sentencias de este Tribunal
en las que se pone de relieve que el an. 24.1 de la Constitución encierra
el derecho a acceder a la jurisdicción, a defenderse en el proceso y a
obtener una resolución fundada en derecho, cuestiones todas ellas que
babrfan sido satisfechas en este caso. Por todo ello solicitaba la
denegación del amparo.

8. Por providencia de 20 de enero de 1988 se seft.ló el dla 1
de febrero del mismo afta para deliberación y fallo.

II. fUNDAMENTOS JURlDICOS

1. la presente demanda de amparo se dirige contra la Senten­
cia del TCT que confinnaba una Sentencia anterior de Magistra­
tura de Trabaja por la que, sin entrar en el fondo del asunto, se
declaraba la incompetencia de la jurisdicción laboral para conocer
de la cuestión planteada por estimar que el contrato que vinculaba
a la demandante con la Comunidad de Propietarios demandada
estaba excluido transitoriamente del ámbito de la legitimación
laboral y del correspondiente orden jurisdiccional. Entendía el TCT
que la relación entre las partes era una relación especial de servicio
doméstico que, por no haber entrado aún en v~or la regulación
específica prevista en el Estatuto de los Trablliadores (el Real
Decreto 1.424/1985, de 9 de agosto), caia fuera de su jurisdicción.
La demandante prestaba servicios de limpieza de la escalera,
vestíbulo y otros elementos comunes en la Comunidad de Propieta­
rios demandada, y en el recurso de amparo se afirma que la
Sentencia del TCT vulnera el an. 14 de la Constitución porque
el TCT babia declarado anteriormente que relaciones análogas eran
contratos de trabajo y en la Sentencia impugnada no se razona
sobre los motivos que podían justificar esa desviación de la
doctrina. Por la misma razón, es decir. porque la Sentencia
recurrida no justifica, en opinión de la soliCItante del amparo, el
cambio de doctrina, se impugna la Sentencia del Ter por supuesta
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva reconocida en
el art. 24.1 de la Constitución.

2. Pero antes de entrar en el fondo del asunto conviene
examinar la objeción que a su admisibilidad opone la parte
demandada que. de apreciarse, en este momento procesal se
convertiría en motivo de desestimación. La parte demandada
advierte, en efecto. que la vulneración de los derechos alegados
como fundamentos del amparo se habría producido. en su caso, en
la Sentencia de la Magistratura de Trabajo, por lo que dicba
vulneración debió ser invocada por la solicitante del amparo en el
recurso de suplicación interpuesto ante el TCT para dar cumpli·
miento a lo preceptuado en el arto 44.1 c) de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional (LOTC). Pero esta objeción no es admisi­
ble. Los reproches de inconstitucionalidad alegados por la solici­
tante del amparo se dirigen contra la Sentencia del TCT, pues seria
ésta la que habrla vulnerado los arts. 14 y 24.1 de la Constitución
al haberse a~o sin motivación de lo resueIto por el mismo
órgano judiaal en casos análogos anteriores. Y al haberse produ­
cido la supuesta vulneración de derechos fundamentales en la
última resolución judicial dictada y que es objeto del presente
recurso de amparo no existió oc8.sión de invocarlos fonnalmente,
por no haberse dado lugar para ello, por lo que ha de considerarse
cumplido el requisito establecido en el arto 44.1 c) de la LOTC, sin
que proceda estimar el motivo de inadmisión suscitado por la parte
demandada.

3. Entrando ya en el fondo del asunto, la cuestión planteada
consiste en determinar si el TCT vulnero el principio de igualdad
consagrado en el art. 14 de la Constitución al resolver el recurso de
suplicación interpuesto por la solicitante del amparo en forma
distinta de lo resuelto en otros casos sin una motivación que
justificase la diferencia en la decisión. Pues. en efecto, la invocada
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 de la
Constitución), no seria más que una consecuencia de la pretendida
infracción de la igualdad, provocada por la citada falta de justifica­
ción de la diferencia entre una y otra resoluciones, por lo que puede
prescindirse en lo que sigue de las alegaciones de la recurrente
relativas a la supuesta infracción del art. 24.1 de la Norma suprema
para centrarse en la alegada vulneración del principio de igualdad.

4. En reiteradas ocasiones este Tribunal ConstitUCIOnal ha
declarado que un órgano judicial vulnera el arto 14 de la Constitu­
ción si dieta en casos iguales decísiones desiguales, salvo que
j~stifiqueel cambio de doctrina con la motivación correspondiente.
No se trata, por tanto, de que un órgano judicial no pueda cambiar
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de criterio, lo que en ocasiones vendrá incluso exigido por la
necesidad de adaptarse a las rea1idades del cambio 5OCia1, 111I0 de
que esos cambios deben !et debidamente motivados para ,alejar
toda sospecha de mero voluntarismo selectivo o de arbitrariedad al
resolver en forma diferente cada <:aso (STC 48/1987, de 22 de
abril). Aplicando estas consideraciones al presente supuesto resulta
~ue el TCT ba sostenido como doctrina reiterada que el traI>l\io de
limpieza por cuenta y bajo la dependencia de una Comunidad de
Propietanos en condiciones equivalentes a las que se relatan en este
caso son objeto de una relación laboral común, lo que entraña la
competencia del orden jurisdiccional laboral para conocer de los
hti¡ios correspondientes. Pueden citarse en este sentido, para
limitarse a las más cercanas al caso aquí examinado, las Sentencias
de dicho Tribunal de 9 de junio de 1983, Yde 13 de noviembre de
1985. Ciertamente, en otras resoluciones. el mismo TCT ha
ca1iIi<:ado dicha relación jurídica como arrendamiento de servicios,
sometido por tanto al orden juris<hccional civil; pero ello ha sido
debido a la concurrencUl de al¡una nota o caraeteristica relevante
que ob\i¡;aha a excluir la figura del contrato de Irahajo, como la
posibilidad de sustitución del trabajo por un familiar, O la
prestación del servicio del régimen de turno por los diversos
copropietarios, o la aportación de materiales por pane de la
limpiadora. As~ en las Sentencias de 26 de febrero de 1983, de 13
de enero de 1984 y de 19 de abril de 1985, entre otras. En esas
circunstancias, el TCT pudo, en este caso., separarse de su doctrina,
Que consideraba que las relaciones del tipo de las aquí cuminadas
estaban sometidas a la jurisdicción laboral, bien invocando la
existencia de esas notas o características que habría señalado en
otros supuestos, bien alegando otro tipo de motivación razonable;
pero no lo hizo, pues se limitó a decir en iU Sentencia que seguía
una 4U"eiterada doctrina de este Tribunal (el TeT,., lo que DO puede
considerarse como una motivación suficiente.

5. De IOdo lo expuesto resulta que, como dice el Ministerio
rucal, la Sentencia lfilPugnada ha vulnerado el art. 14 de la
Constitución al haberse apartado el TCT de su doctrina anterior sin
motivación suficiente. El fallo de esta Sentencia debe limitarse, en
consecuencia a anular la Sentencia del TCT )' a retrotraer las
actuaciones hasta el momento anterior a dictarla para Que dicho
órgano judicial diete nueva Sentencia en la cual o bien conozca de

PJerw. Conflictos positivos de competencia acwmukl·
dos números 67. 78 Y 8311984. Sen/eneia IIÚmuO
1311988, de 4 de febrero.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; doña Gloria llegué Can·
tón. don~ Latorrc Segura, don Francisco Ru.bio Llorente. don
Luis Díez-PI(::azo y Pana de León. don Antonio Troyol Serra. don
Fernando Garcia-Mon y González·Regueral, don Carlos de la Vega
Benayas, don Eugenio Diaz Eimil, don Mi8uel Rodriguez-Piñero y
Bravo-Fener, don Jesús Leguina Villa Y don Lui. López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENOA

En los conflictos positivos de competencia acumulados números
67, 78 Y 83/1984, promovidos, JaPCCtivamente, por el Gobierno
Vasco, representado por el Abogado don JaVIer 0ta0Ia lIageneta; el
Consejo Ejealtivo de la Generalidad de Cataluña, representado por
el Abogado don Manuel Maria Vicens Matas, y el Gobierno
Valenciano, rep.......tado por el Abogado don José Vicente CaIa­
buig Hueso, en relación con detenninados preceptos del Real
Decreto 2621/1983, de 29 de 5Optiembre, sobre Ferias Comerciales
Internacionales. Ha sido parte el Gobierno de la Nación, represen­
tado por el Letrado del Estado, y Ponente el Magistrado don
Antonio Truyol Sern., quien expresa el parecer del Tribunal.

L ANTECEDENTES

l. Mediante escrito rqjslrado en el Tribunal Constitucional el
I de febrero de 1984, el Aboudo don Javier Otaola Bageneta. en
representación del Gobierno Vasco. promovió conflicto constitu­
cional positivo de competencia fiente al Real Decreto 2.621/1983,
de 29 de septiembre, sobre Ferias Comen:iales Internacionales.
Entiende el Abogado del Gobierno Vasoo que el contenido de
los lI1tS. 4, 8, 9 y 16, Y los que por congruencia puedan quedar
afectados, vulnera el orden de competencias establecido en la
Constitución y en el Estatuto de Autonomía del País Vasco, por Jo
que solicita se declare competencia de la Comunidad Autónoma
del País Vasoo los cootenidos de dichos anlculos y, en su caso, la
nulidad de los mismos por insuficiencia de rango de la norma.

la cuestión planteada decidiendo sobre el fondo del asunto o bien
exponga las razones por las que se aparta de su doctrina anterior
y niega a la relación del proce", la consideración de relación laboral
sometida a iU competencia. declarando entonces cuál es el orden
jurisdiccional competeDte para conocer la cuestión planteada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por
LA AUTORIDAD QUE LI' CONFIERE LA CONSTlTUCIOI\
DE LA NACIONAL ESPANOlA,

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado por la Procuradora de los Tribuna
les doña Rosina Montes Agusti en nombre de doña Paula Lópe7
García y, en consecuencia:

1.0 Anular la Sentencia de la Sala Se¡unda del Tribuna·
Central de Trabajo de 16 de octubre de 1985, dietada en el recursc
de suplicación núm. 1.195/1985, inteT¡>uesto contra la Sentencia dt
la Magistratura de Trabajo núm. 6 de Vizcaya de 28 de marzo d,
1985, dictada en Autos núm. 136/1985, sobre despido.

2.0 Reconocer a la recurrente su derecho a no Jet' discriminad:.
por el Tribunal Central de Trabl\io.

3." Restableoer a la recuTTente en la ;ntegridad de su derecho
y para ello retrotraer las actuaciones al momento anterior al dí
dietar Sentencia para que el Tribunal Central dicte nueva Sentencíll
en que ('l bien aplique su doctrina anterior y no se declan
incompetente para conocer de la cuestión planteada o motive 5\.1
cambio de doctrina o las razones de la no aplicabilidad de ésta a,
caso objeto del proceso.

Publíquese esta Sentencia en el dloletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a tres de febrero de mil novecientos ochen"
y ocho.-Gloria llegué Cantón.-Angel l.atorre 5egura.-Fernandc
Garcta-Mon y González-Regueral.-Carlos de la Vega Bena"
yas.-Jesús Leguina Vil1a.-Luis López Guerra-Firmados y rubrica·
dos.

Al El Abogado del Gobierno Vasco da inicio a 5US alegaciones
sobre el fondo de la pretensión ejercitada exponiendo las que
califica como «generalidades» relativas a las normas de referencia
y reparto de competencias, a los oonceptos de ejecución y legisla­
ciÓD, así como a 1& Que entiende interpretación legítima del art. 12.{>
del Estatuto de Autonomía del País Vasco (EAPV). Por lo que hace
a lo primero, destaca el arto 12.6 EAPV, que faculta a la Comunidac
Autónoma para la ejecución de la legislación del Estado en materib
de Ferias IntentaClonales celebradas en el País Vasoo, el Reo
Decreto 1.981/1978, sobre transferencia de competencias de \¡
Administración del Estado al Consejo General del País Vasoo er
materia de agricultura. industria. comercio y urbanism~ en cuyo~
arts. 18 Y 19 50 tran5fiere mutatis mutandis las oompetencia,
atribuidas al Estado por el Decreto de 26 de mayo de 1943, sob"
celehración de exposiciones y ferias de muestras, y, por fin, h
Disposición transitoria segunda del citado Estatuto, en la que S(

establece que "" la entrada en vigor del presente Estatuto 5<
entenderán transferidas con carácter definitivo las competencias )
recursos ya traspasados para esa fecha al Consejo General Vasoo»
Por lo que hace al segundo, entiende que por mucho que lo
conceptos de ejecución y 1e&islación quieran relativizarse respecte
8 SU estricto sentido literal, y con base en la doctrina sentada po
el Tribunal Cnnstitucional, habria que entender que para que un,
norma reglamentaria pueda reconocerse incluida dentro del con
cepto amplio de legjsIación tiene que haber alguna ley que merezc'
formalmente ese nombre, lo que no ocurre en el caso presente, 001
Jo que, al mismo tiempo, se esta.ria ante UD supuesto DO sólo d
incompetencia, sino además de insuficiencia de raDIO. Por lo gu·
hace, finalmente, a la interpretación legítima del art. 12.6 EAP\
entiende que han de considerarse los supuestos de competencia
transferidas con anterioridad al Estatuto, por cuanto las misma
habrían sido consolidadas como «definitiva", por la Disposició:
transitaría segunda del EAPV.

B) Entrando ya en la argumentación de la competencic­
reh.-indicada. el Abogado del Gobierno Vasco sigue dos Unea~
argumentales distintas" la primera a partir de 10 dispuesto en h
citada Disposición transitoria segunda del Estatuto de Autonornh
del raís vasra y l2 segunda a partir del alcance Que en el caS(
concreto debe darse a los conceptos de legislación y ejecución.

Comenzando por la primera de ellas, la Disposición transiton;
segunda EAPV remitirla a lo dispuesto en los arts. 18 y 19 del Rea:
Decreto 1.981/1978, en el primero de los cuales se dispone que~
transfieren al Consejo General del Paíi Vasco las competenCIas
atriboJidas a la Administración del Estado po: d Decreto de 26 de


